El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
HABEAS DATA / COSA JUZGADA / SEGUNDA TUTELA INTERPUESTA CON BASE EN LOS MISMOS HECHOS Y DERECHOS / TEMERIDAD / NO SE CONFIGURÓ EN ESTE CASO.
Correspondería a esta Sala determinar si en este caso procede la tutela para proteger el derecho al hábeas data supuestamente vulnerado en el trámite de rectificación del reporte negativo en las centrales de riesgo del accionante, empero se determinará previamente si se produjo el fenómeno de la cosa juzgada, tal como lo planteó la entidad demandada.

En su contestación, la Central de Inversiones S.A. -CISA- expuso que el actor ya había formulado otra acción de amparo con fundamento en idénticos hechos, la cual fue tramitada por el Juzgado Segundo Penal Municipal para Adolescentes con Función de Control de Garantías de Armenia. (…)
Confrontada esa acción de amparo con la que es objeto de estudio, se concluye que en ambas intervienen las mismas partes, pues fueron promovidas por el señor Jorge Enrique Gil Montoya contra la Central de Inversiones S.A. -CISA- y se fundamentaron en los mismos hechos y pretensiones, concretamente en el incumplimiento del requisito establecido en la Ley 1266 de 2008, relativo a la comunicación previa al deudor a efecto de poder reportarlo en las centrales de riesgo, con lo cual, asegura, se lesionó su derecho al hábeas data. (…)
En este caso, aunque es evidente que se presentaron dos acciones de tutela con sustento en los mismos hechos, no puede deducirse que el accionante haya actuado de mala fe, más bien su proceder se puede atribuir a la errada convicción de que este caso concurrían circunstancias distintas a las anteriormente debatidas…
En conclusión, aunque no puede predicarse temeridad de parte del peticionario, la tutela debe ser declarada improcedente pero no por la razones indicadas por el juzgado de primera instancia sino porque no resulta posible decidir la situación por segunda vez, con fundamento en unos mismos hechos, de acuerdo con el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991…

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, octubre quince (15) de dos mil diecinueve (2019)


Acta No. 501 del 15 de octubre de 2019

Expediente No. 66088-31-89-001-2019-00186-01

Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el señor Jorge Enrique Gil Montoya frente a la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el 12 de agosto último, en la acción de tutela que promovió contra la Central de Inversiones S.A. -CISA-, a la que fueron vinculados el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Fondo Nacional de Garantías -FNG-, la Federación Nacional de Comerciantes -Fenalco- Seccional Antioquia y el Banco Procredit Colombia S.A.
A N T E C E D E N T E S

1. Los hechos relatados por el demandante admiten el siguiente resumen:

1.1 El 21 de noviembre de 2011 suscribió obligación con el Banco Procedit; el Fondo Nacional de Garantías garantizó el 50% de esa obligación.
1.2 Esa última entidad canceló la proporción de la deuda respectiva, razón por la cual quedó un saldo pendiente a favor del Banco Procedit.
1.3 El Fondo Nacional de Garantías transfirió, a título de venta, la obligación a la Central de Inversiones S.A.
1.4 El 24 de noviembre de 2017 Fenalco Antioquia profirió comunicación previa al reporte negativo; sin embargo, el 4 de diciembre de 2018 esa entidad eliminó ese reporte.
1.5 Así mismo el Banco Procredit “elimino (sic) todo reporte que figurara a mi nombre de las centrales de riesgo”.

1.6 En esas centrales cuenta con reporte generado por la Central de Inversiones S.A., mas esta entidad omitió surtir la comunicación que ordena la Ley 1266 de 2008; aunque se produjo un oficio, este fue remitido por Fenalco Antioquia, entidad que, reitera, sí procedió a rectificar el reporte negativo. 
1.7 Solicitó a la Central de Inversiones S.A. la rectificación de ese reporte, así como la expedición de copias de los documentos que se encuentran en su expediente.
1.8 Finalmente expresó “en cumplimiento al artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, me permito presentar acción de tutela por hechos diferentes”.
2. Solicita se proteja su derecho al hábeas data, vulnerado por la sociedad demandada.

A C T U A C I Ó N      P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 29 de julio, se admitió la acción de amparo y se ordenó vincular al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, al Fondo Nacional de Garantías S.A., a la Federación Nacional de Comerciantes Seccional Antioquia y al Banco Procredit Colombia S.A.

2. En el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La apoderada general de la Central de Inversiones S.A. manifestó que: a) esa entidad adquirió, en calidad de acreedora de buena fe, la obligación a cargo del accionante, por compraventa suscrita con el Fondo Nacional de Garantías. A la fecha esa deuda se encuentra vigente; b) ese tipo de créditos fueron otorgadas por el citado Fondo, el que a su vez podía servir como fiador, para el desarrollo social y a efecto de poder acceder a ellos, el interesado debía acudir al Banco Procredit el que adelantaba el trámite de otorgamiento. En este caso la deuda tenía como acreedores al FNG y a Procredit; c) esa Central de Inversiones fue la que expidió la comunicación previa al reporte en centrales de riesgo, la cual fue enviada a la dirección del demandante por intermedio del servicio de envío de Fenalco; por ello, si bien es cierto que el citado señor se encuentra reportado de manera negativa en Datacrédito, no le asiste razón cuando afirma que se haya omitido adelantar la gestión señalada en el artículo 12 de la Ley 1266 de 2008 y d) el actor acudió a la presente acción de tutela, a pesar de que ya había formulado otra con sustento en mismos hechos, de la cual tuvo conocimiento el Juzgado Segundo Penal Municipal para Adolescentes con Función de Control de Garantías de Armenia, sin que concurran circunstancias sobrevinientes que justifiquen su proceder.
2.2 Abogado de la Dirección Jurídica de Fenalco Antioquia indicó que consultadas sus bases de datos se verificó que el accionante no posee historial crediticio positivo o negativo. Agregó que en respuesta a la solicitud formulada por el citado señor para obtener, entre otras cosas, la rectificación de su reporte negativo, se le informó que esa entidad había procedido a eliminar tal historial, es decir que ninguna lesión le ha causado. 
2.3 Asesora del Grupo de tutelas del Ministerio de Hacienda y Crédito Público refirió que los hechos de la demandada no involucran a la entidad que representa y por tanto debe ser desvinculada.   
2.4 La representante legal para asuntos judiciales del Fondo Nacional de Garantías S.A. informó que garantizó el 50% de la deuda adquirida por el actor con el Banco Procredit Colombia y que en virtud del incumplimiento de la obligación, esa entidad financiera le solicitó al Fondo pagar la garantía, a lo que procedió el 23 de mayo de 2013. Teniendo en cuenta que no se han realizado abonos parciales al saldo insoluto, el FNG transfirió a título de venta el crédito a la Central de Inversiones; hasta ese momento no había realizado ningún reporte a centrales de riesgo, motivo por el cual carece de legitimación en la causa por pasiva.  
3. El Banco Procredit Colombia S.A. guardó silencio.
4. Se definió la instancia por medio de sentencia del 12 de agosto último en la cual se negó el amparo invocado.
Para decidir así, estimó que en este caso está acreditado que el reporte negativo en el historial crediticio del accionante fue realizado por la Central de Inversiones S.A. y que esta, el 14 de noviembre de 2017, le remitió comunicación sobre la deuda al citado señor; este debía tener conocimiento de que en el evento de incurrir en mora sería reportado negativamente en las centrales de riesgo, razón por la cual no le asiste razón a su argumento relativo a que la entidad competente debe enviarle copia del comunicado en el que le anuncia sobre su historial financiero. Además “con las nuevas tecnologías el aviso puede surtirse por los más (sic) medios expeditos… tales como mensajes de texto”.
5. Inconforme con el fallo, el accionante lo impugnó. Adujo que la guía de mensajería 1711173433003649 fue expedida por Fenalco Antioquia, entidad que lo había reportado pero que ante su solicitud de retiro de las centrales de riesgo, accedió a la eliminación del reporte “por lo que me permito manifestar que Central de Inversiones – CISA no agoto (sic) el requisitos de procedibilidad, por lo que conculco (sic) el derecho hábeas data y está en la obligación de rectificar el reporte negativo”.
Solicita se revoque la sentencia apelada y se acceda a sus pretensiones. 
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 
2. Correspondería a esta Sala determinar si en este caso procede la tutela para proteger el derecho al hábeas data supuestamente vulnerado en el trámite de rectificación del reporte negativo en las centrales de riesgo del accionante, empero se determinará previamente si se produjo el fenómeno de la cosa juzgada, tal como lo planteó la entidad demandada.

3. En su contestación, la Central de Inversiones S.A. -CISA- expuso que el actor ya había formulado otra acción de amparo con fundamento en idénticos hechos, la cual fue tramitada por el Juzgado Segundo Penal Municipal para Adolescentes con Función de Control de Garantías de Armenia.
4. Con sustento en tal manifestación, en esta sede, por auto del 23 de septiembre último, se solicitó a ese despacho judicial emitir constancia del estado en que se encuentra esa acción constitucional y remitir copia de algunas piezas procesales.

5. La respuesta brindada por ese despacho y las copias enviadas, acreditan los siguientes hechos:

5.1 El 22 de febrero de este año, el señor Jorge Enrique Gil Montoya presentó acción de tutela contra la Central de Inversiones S.A. -CISA- para obtener el amparo de su derecho al hábeas data. Como sustento de esas súplicas alegó que el 11 de enero anterior remitió solicitud ante esa sociedad a fin de que rectificara el reporte negativo, ya que a ello se había procedido sin agotar el trámite determinado en la Ley 1266 de 2008. Agregó que mediante respuesta enviada el 12 de febrero siguiente la demandada aportó “una guía de mensajería de fecha 24 de noviembre de 2017, argumentando que es el acuse de recibido de la notificación”
.
5.2 El 11 de marzo pasado el Juzgado Segundo Penal Municipal para Adolescentes con Función de Control de Garantías de Armenia decidió negar el amparo invocado, pues con la respuesta suministrada al actor por parte de CISA se adjuntó copia de la comunicación que esa misma entidad le remitió, el 14 de noviembre de 2017, por medio de la cual se le informó que su obligación se encontraba en mora y que de persistir esa situación sería reportado en las centrales de información financiera. Es decir que ese reporte se realizó luego de agotados los requisitos legales, esto es “con la autorización previa de tratamiento de datos y la notificación previa al reporte”
.
5.3 Esa providencia fue confirmada por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Armenia, el cual desató la impugnación planteada por el accionante
. 

5.4 La Secretaria de aquel juzgado informó que ese proceso fue excluido de revisión por parte de la Corte Constitucional
.

6. Confrontada esa acción de amparo con la que es objeto de estudio, se concluye que en ambas intervienen las mismas partes, pues fueron promovidas por el señor Jorge Enrique Gil Montoya contra la Central de Inversiones S.A. -CISA- y se fundamentaron en los mismos hechos y pretensiones, concretamente en el incumplimiento del requisito establecido en la Ley 1266 de 2008, relativo a la comunicación previa al deudor a efecto de poder reportarlo en las centrales de riesgo, con lo cual, asegura, se lesionó su derecho al hábeas data.

El artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 dice: “Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes.”

Sobre el contenido de esa disposición ha dicho la Corte Constitucional
:

“La Corte también ha manifestado que el juez de tutela deberá declarar improcedente la acción, cuando encuentre que la situación bajo estudio es idéntica en su contenido mínimo a un asunto que ya ha sido fallado o cuyo fallo está pendiente (…)

(…) en sentencia T- 1103 de 2005
 se reiteraron los parámetros ya fijados por esta Corporación a efectos de demostrar la configuración de la temeridad, dentro del curso de la acción de tutela, para lo cual se dispuso que era indispensable acreditar
:

“(i) La identidad de partes, es decir, que ambas acciones de tutela se dirijan contra el mismo demandado y, a su vez, sean propuestas por el mismo sujeto en su condición de persona natural, ya sea obrando a nombre propio o a través de apoderado judicial, o por la misma persona jurídica a través de cualquiera de sus representantes legales.

(ii) La identidad de causa petendi, o lo que es lo mismo, que el ejercicio simultáneo de la acción se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa.

(iii) La identidad de objeto, esto es, que las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o sobre todo el amparo de un mismo derecho fundamental.

(…)

Respecto a la no existencia de temeridad a pesar de la multiplicidad de acciones de tutela, esta Corte
 ha señalado:

“(C)oncluye la Sala que, en los procesos de tutela, cuando en un mismo asunto se han presentado sucesivas solicitudes de amparo, se pueden presentar situaciones en las que hay cosa juzgada y temeridad, como cuando se presenta una acción de tutela sobre un asunto ya decidido previamente en otro proceso de tutela, sin que existan razones que justifiquen la nueva solicitud; otras en las que hay cosa juzgada, pero no temeridad, lo cual puede ocurrir, por ejemplo, cuando, de buena fe y, usualmente, con expresa manifestación de estar acudiendo al amparo por segunda vez, se interpone una segunda tutela debido a la convicción fundada de que sobre la materia no ha operado el fenómeno de la cosa juzgada, y, finalmente, casos en los cuales hay temeridad, pero no cosa juzgada, lo que acontece cuando se presenta simultaneidad entre dos o más solicitudes de amparo que presentan la tripe identidad a la que se ha aludido.”

En conclusión, la presentación de dos o más acciones de tutela no constituye automáticamente una actuación arbitraria, sino que se hace necesario verificar las circunstancias que rodean cada caso para inferir que se configura temeridad, razón por la cual se debe entender esta figura como una alternativa procesal con la que cuenta el juez constitucional de manera muy excepcional, pues ante todo debe asegurar la garantía efectiva de los derechos fundamentales. Es decir, que la sola concurrencia de identidad de los sujetos procesales, el objeto que da lugar a la controversia y la pretensión, no es suficiente para concluir que se trata de una actuación judicial amañada o contraria al principio constitucional de buena fe.”

En este caso, aunque es evidente que se presentaron dos acciones de tutela con sustento en los mismos hechos, no puede deducirse que el accionante haya actuado de mala fe, más bien su proceder se puede atribuir a la errada convicción de que este caso concurrían circunstancias distintas a las anteriormente debatidas, tal como lo manifestó en la demanda al expresar que se permitía formular acción de amparo por hechos distintos.

7. Lo anterior se afirma porque si bien el demandante aquí expuso hechos que no habían sido alegados en aquella, específicamente los relativos al origen de la obligación en virtud de la cual se produjo el reporte en las centrales financieras y que la entidad que expidió la comunicación exigida por la Ley 1266 de 2008, no fue la demandada sino Fenalco Antioquia, lo cierto es que estos carecen de la entidad suficiente para justificar el inicio de una nueva acción, al considerarse circunstancias asociadas con el mismo fin perseguido en ambas demandas, que no es otro que la protección del derecho al hábeas data, lesionado por la supuesta omisión de la mencionada comunicación, y el hecho de analizar esas cuestiones no varía sustancialmente el debate ya definido en la primera acción de tutela. 

8. En conclusión, aunque no puede predicarse temeridad de parte del peticionario, la tutela debe ser declarada improcedente pero no por la razones indicadas por el juzgado de primera instancia sino porque no resulta posible decidir la situación por segunda vez, con fundamento en unos mismos hechos, de acuerdo con el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, antes trascrito. 

9. Se confirmará entonces la sentencia que se revisa, aunque se modificará en el sentido de que el amparo solicitado debe ser declarado improcedente, porque en este caso se incumple uno de los requisitos de procedibilidad, y se adicionará para negarlo frente al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Fondo Nacional de Garantías -FNG-, la Federación Nacional de Comerciantes Seccional Antioquia y el Banco Procredit Colombia S.A. ya que no se evidencia que estas entidades hayan lesionado derecho alguno al actor, al punto de que la demanda se dirigió únicamente contra la Central de Inversiones S.A.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el 12 de agosto pasado, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Jorge Enrique Gil Montoya contra la Central de Inversiones S.A. -CISA-, MODIFICÁNDOLA en el sentido de declarar improcedente el amparo reclamado y ADICIONÁNDOLA para negarlo frente al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Fondo Nacional de Garantías -FNG-, la Federación Nacional de Comerciantes Seccional Antioquia y el Banco Procredit Colombia S.A. 
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folio 8 del cuaderno No. 3


� Folios 12 a 16 del cuaderno No. 3 


� Folios 17 a 21 del cuaderno No. 3 


� Folio 22 cuaderno No. 3


� Sentencia T-001 de 2016


� Sentencia T-1103 del 28 de octubre de 2005. M.P. Jaime Araújo Rentería.


� Sentencia T-184 del 2 de marzo de 2005. M.P. Rodrigo Escobar Gil.


� Sentencia T-560 de 2009. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.
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